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Proceso: Acción Popular. 
Demandante: MARIO RESTREPO.  
Demandado: KOBA COLOMBIA S.A.S. 
Extracto: La adición a la sentencia procede cuando esta omite resolver sobre 

cualquiera de los extremos de la Litis, o cualquier otro punto que de 
conformidad con la ley debía ser objeto de pronunciamiento, pero si 

ello no ocurrió, tal figura se torna improcedente. Niega. 

 

 

ASUNTO A TRATAR 

 

 

Se decide la solicitud de adición que formula la parte accionada, respecto 

a la sentencia proferida por esta Corporación el veintinueve (29) de junio 

pasado (2022), previas:  

 

 

CONSIDERACIONES 

 

 

Se funda la solicitud en estudio, en que de sus alegatos el actor popular 

incumplió el deber procesal consagrado en el artículo 78.14 del C. G. del 

P., al no enviar copia del recurso y de la sustentación a la accionada, por 

lo que se debe imponer la multa consagra en dicha norma. 

 

Sobre la adición, ciertamente las sentencias pueden ser aclaradas, 

corregidas y adicionadas en la forma establecida en el ordenamiento 

procesal civil, sin que ello constituya un instrumento para replantear el 

litigio, o en su defecto, para generar una nueva ocasión de análisis y 

explicación de conceptos ya definidos, pues como de tiempo atrás ha 
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indicado el supuesto jurídico pertinente; “La sentencia no es revocable ni 

reformable por el juez que la pronunció” 1, punto del que la doctrina ha 

indicado:  

 

“Las sentencias judiciales una vez proferidas por el juez agotan la competencia 
funcional, razón ésta por la cual no pueden ser objeto de nuevo 
pronunciamiento por el mismo juzgador que las profirió, salvo el caso de que 
sea procedente la corrección de errores aritméticos o de algunas expresiones, 
o en la hipótesis de ser necesaria su adición o aclaración. Será procedente la 
adición del fallo cuando quiera que quien lo profirió no hubiere decidido sobre 
todos los extremos de la litis, o lo que es lo mismo, hubiere incurrido en una 
omisión por abstenerse de decidir sobre alguno de los aspectos que deberían 
haberse incluido en la decisión.” (Corte Constitucional, auto A093 de 2006). 

 

Así, para que proceda la adición es necesario que existan omisiones 

sobre cualquier extremo de la litis u otro aspecto que conforme con la ley 

debía ser objeto de pronunciamiento. Concordante con lo anterior  el 

artículo 328 del C.G. del P., establece: 

 

“El juez de segunda instancia deberá pronunciarse solamente sobre los 
argumentos expuestos por el apelante, sin perjuicio de las decisiones que deba 
adoptar de oficio, en los casos previstos por la ley. 
 
“Sin embargo, cuando ambas partes hayan apelado toda la sentencia o la que 
no apeló hubiere adherido al recurso, el superior resolverá sin limitaciones. 
 
“En la apelación de autos, el superior sólo tendrá competencia para tramitar y 
decidir el recurso, condenar en costas y ordenar copias. 
 
“El juez no podrá hacer más desfavorable la situación del apelante único, salvo 
que en razón de la modificación fuera indispensable reformar puntos 
íntimamente relacionados con ella. 
 
“En el trámite de la apelación no se podrán promover incidentes, salvo el de 
recusación. Las nulidades procesales deberán alegarse durante la audiencia.” 

 

Bajo ese marco, manifiesta la accionada que no hubo pronunciamiento 

sobre la solicitud de imposición de  multa por  el incumplimiento del deber 

procesal establecido en el artículo 78.14 del C. G. del P., al no enviar el 

recurrente a su contraparte copia del recurso y su sustentación. 

 

                                                 
1 Sobre ello el artículo 285 del C. G. del P., reza: “La sentencia no es revocable ni reformable 

por el juez que la pronunció. Sin embargo, podrá ser aclarada, de oficio o a solicitud de 

parte, cuando contenga conceptos o frases que ofrezcan verdadero motivo de duda, siempre 

que estén contenidas en la parte resolutiva de la sentencia o influyan en ella…”.  



  

 

3 05001 31 03 010 2021 00204 01 

 

Lo anterior como pedido de adición, no es procedente, ya que en la 

providencia de segunda instancia se resolvió sobre el punto concreto que 

debía ser objeto de pronunciamiento dado el reparo presentado por el 

apelante y que estaba exclusivamente vinculado al reclamo de las 

agencias en derecho en primera y segunda instancia.  

 

En esos términos, no se dejaron de resolver cuestiones que fuesen 

imperativas de analizar y decidir, lo que es el fundamento de la adición, 

por lo que se concluye que esta no es una oportunidad para obtener un 

pronunciamiento sobre un aspecto diferente al que era objeto de la 

apelación (principio de limitación), por lo que en no se satisfacen los 

supuestos para adicionar la sentencia de segunda instancia, tal como 

aquí se motiva.  

 

De todos modos, sobre la solicitud de imposición de multa por 

incumplirse el deber previsto en el artículo 78 numeral 14 procesal civil2, 

debe recordarse que estando frente a una acción popular, la legislación 

a aplicar es especial según el artículo 88 Constitucional visto en armonía 

con la Ley 472 de 1998, por lo que si esta última normatividad en su 

artículo 5º inciso 1º deja en claro que; “El trámite de las acciones 

reguladas en esta ley se desarrollará con fundamento en los principios 

constitucionales y especialmente en los de prevalencia del derecho 

sustancial, publicidad, economía, celeridad y eficacia. Se aplicarán 

también los principios generales del Código de Procedimiento Civil, 

cuando éstos no se contrapongan a la naturaleza de dichas acciones.”  

(subrayado intencional), quiere ello decir que lo procesal civil se aplicará 

en su principialística, cuestión que no la constituye la sanción deprecada, 

por lo que la misma no será impuesta por el Tribunal.  

                                                 
2 Tal norma establece como deber de las partes: “14. Enviar a las demás partes del proceso 

después de notificadas, cuando hubieren suministrado una dirección de correo electrónico o 

un medio equivalente para la transmisión de datos, un ejemplar de los memoriales 

presentados en el proceso. Se exceptúa la petición de medidas cautelares. Este deber se 

cumplirá a más tardar el día siguiente a la presentación del memorial. El incumplimiento de 

este deber no afecta la validez de la actuación, pero la parte afectada podrá solicitar al juez 

la imposición de una multa hasta por un salario mínimo legal mensual vigente (1 smlmv) por 

cada infracción.” (Resalto intencional). 
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Claro está que sumada a la aplicación de la principialística, la Ley 472 

de 1998 contempla otros eventos específicos en que ha de considerarse 

el Estatuto Procesal Civil, tal como es lo relativo a recursos y costas 

(artículos 36 al 38 ibidem), sin que tales aspectos riñan con la naturaleza 

de la acción, entre los que se debe recordar que las mismas no requieren 

mayor técnica jurídica, pues incluso pueden interponerse sin apoderado 

judicial, tal como lo posibilita el artículo 13 de tal legislación regulatoria. 

 

En mérito de lo expuesto, esta Sala de Decisión Civil;   

 

 

RESUELVE 

 

 

PRIMERO: NEGAR la solicitud de adición impetrada por la parte 

accionada, respecto a la sentencia de segunda instancia 

proferida el veintinueve (29) de junio pasado (2022) dentro 

del referenciado, tal como se motivó.  

 

SEGUNDO: En firme lo decidido, vuelva le expediente al juzgado de 

primera instancia. 

 

NOTIFÍQUESE.  

 

JOSÉ OMAR BOHÓRQUEZ VIDUEÑAS 

MAGISTRADO 

 

 

 

SERGIO RAÚL CARDOSO GONZÁLEZ    

MAGISTRADO 


